
Señor
EDWIN NICOLAS RAMÍREZ LAYOS
Secretario General del Municipio de Rionegro
Con funciones disciplinarias en sede de juzgamiento
E. S. D.

Referencia: Recurso de Reposición contra Auto No. 001-2026 del 11 de junio de 2026 – Proceso 
disciplinario radicado 027-2025Q (Acumulado).

Sujeto disciplinable: TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, mayor de edad, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 43.903.488 de Bello (Antioquia), docente de carrera en propiedad, con 
domicilio en la Carrera 39a #56-50, Rionegro (Antioquia), correo electrónico: 
lacuerpa@riseup.net, teléfono: 300 783 5088.

I. FUNDAMENTOS DEL RECURSO

De conformidad con lo establecido en los artículos 114, 123, 125 y 225B de la Ley 1952 de 2019 
(Código General Disciplinario) , por medio del presente escrito interpongo RECURSO DE 
REPOSICIÓN en contra del Auto No. 001-2026 del 11 de junio de 2026, proferido por su 
despacho, mediante el cual se avocó conocimiento, se fijó el juzgamiento por juicio ordinario y se 
ordenó traslado para descargos por el término de quince (15) días, con base en los siguientes 
fundamentos:

Primero. Indebida notificación del auto de formulación de cargos (Auto 049 del 28 de mayo de 
2026) y del auto de fijación de juzgamiento (Auto 001-2026).
La notificación del Auto 049 y del Auto 001-2026 se realizó exclusivamente por correo electrónico. 
Sin embargo, el artículo 120 de la Ley 1952 de 2019 establece que la notificación de estas 
providencias debe ser personal, dada su trascendencia para el derecho de defensa. La notificación 
por medios electrónicos no es suficiente para estos actos procesales trascendentales, lo que 
constituye una causal de nulidad procesal (artículo 143 del CGD).

Segundo. Abandono de defensa por parte del abogado designado por ADIDA.
El abogado JUAN CARLOS DÍAZ VIERA, designado por ADIDA para mi defensa, renunció 
verbalmente a mi representación el día 11 de junio de 2026 (según correo electrónico del 12 de 
junio de 2026 donde manifiesta: “En lo sucesivo, tal cual le informé por vía telefónica, le estaré 
remitiendo la renuncia del poder”). No ha presentado renuncia formal por escrito ante este 
despacho, como lo exige el artículo 76 del Código General del Proceso (aplicable por remisión). En 
los hechos, ha dejado de actuar, dejándome en total indefensión.

Tercero. Violación del derecho de defensa y debido proceso (artículo 29 de la Constitución 
Política).
Actualmente me encuentro sin abogado que me represente en este proceso disciplinario, que se 
encuentra en una etapa crítica (juzgamiento con traslado para descargos). Sin defensa técnica, no 
estoy en condiciones de presentar descargos ni de solicitar pruebas.

Cuarto. Mi salud mental se encuentra gravemente deteriorada como consecuencia de la 
retaliación y el abandono institucional.
El psicólogo Santiago Cendoya, especialista en seguridad y salud en el trabajo, acudió a la I.E. 



Josefina Muñoz González, sostuvo una entrevista conmigo y se comprometió a verificar por qué no 
se activaban los protocolos de la Ley 1620 de 2013 (Ruta de Atención Integral) ante la negativa de 
estudiantes a ingresar a clase. Sin embargo, pese a mis reiterados intentos de contacto (incluso a 
través del compañero Miguel Leuro), no he recibido respuesta alguna. Este hecho, sumado a que el 
mismo profesional emitió un informe favorable para derogar el traslado de otra docente mediante 
Decreto 088 del 12 de febrero de 2026, evidencia un trato discriminatorio y una grave desprotección 
de mi salud mental, la cual se ha deteriorado como consecuencia directa de la retaliación y el 
abandono institucional.

Quinto. La respuesta evasiva de la Secretaría de Educación del 11 de junio de 2026 confirma 
la desprotección estatal.
El mismo 11 de junio de 2026, la Secretaria de Educación, MARÍA CAMILA HENAO 
HERNÁNDEZ, dio respuesta evasiva a un requerimiento mío (radicado MEN 2026-ER-0198097), 
limitándose a remitir la solicitud a la I.E. Josefina Muñoz González, sin realizar ninguna 
verificación de fondo. Esta respuesta confirma que la entidad no ejerce control efectivo sobre las 
instituciones educativas.

Sexto. El término de traslado para descargos no puede correr en estado de indefensión.
La jurisprudencia de la Corte Constitucional (sentencias T-1023 de 2006, T-453 de 2010) ha 
señalado que cuando la ausencia de defensa se debe a una causa ajena a la voluntad del investigado, 
se configura una violación al debido proceso que justifica la suspensión de los términos.

II. PETICIONES

PRIMERO: Revocar el Auto No. 001-2026 del 11 de junio de 2026 en lo que respecta a la orden 
de traslado para descargos, mientras se me garantiza una defensa técnica efectiva.

SEGUNDO: Suspender los términos procesales hasta que se me designe un nuevo abogado.

TERCERO: Oficiar a la Junta Directiva Central de ADIDA (adida@adida.org.co) y a la Defensoría 
del Pueblo Regional Antioquia (antioquia@defensoria.gov.co) para que designen un nuevo defensor 
en el término de cinco (5) días.

CUARTO: Oficiar a la Secretaría de Salud o a quien corresponda para que se evalúe mi estado de 
salud mental y se adopten las medidas de protección necesarias, ante la falta de respuesta del 
psicólogo Santiago Cendoya.

QUINTO: Notificarme personalmente de la decisión en mi dirección: Carrera 39a #56-50, 
Rionegro, o al correo lacuerpa@riseup.net.

SEXTO: Subsidiariamente, concederme un plazo extraordinario para presentar descargos.

III. ANEXOS QUE ADJUNTO

1. Copia del Auto No. 001-2026 del 11 de junio de 2026.

2. Copia del correo electrónico del abogado Juan Carlos Díaz Viera del 12 de junio de 2026.



3. Copia de la respuesta evasiva de la Secretaría de Educación del 11 de junio de 2026 
(radicado MEN 2026-ER-0198097).

4. Copia de la citación a notificación personal (radicado 10.05.00.00-24-287).

5. Captura del chat donde consta el contacto con Santiago Cendoya y la falta de respuesta.

6. Copia del Decreto 088 del 12 de febrero de 2026 (trato diferenciado a otra docente).

7. Declaración juramentada de la suscrita sobre el deterioro de mi salud mental.

Atentamente,

Rionegro, 15 de junio de 2026.
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10.14.00.00.24-

Rionegro, 11 de junio de 2026

Magister
TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO

lacuerpa@riseup.net
Rionegro, Antioquia

Asunto: Respuesta a requerimiento presentado al Ministerio de Educación Nacional

Cordial saludo.

En relación al asunto de la referencia, y atendiendo la remisión del derecho de petición por
competencia realizada por el Ministerio de Educación Nacional de la solicitud realizada por
Usted ante dicho Ministerio, doy respuesta en los siguientes términos:

El Ministerio de Educación Nacional remitió por competencia la comunicación enviada a dicho
Ministerio que se radicó bajo el número 2026-ER-0198097, en la cual solicita el Recurso de
insistencia y peticiones concretas, al respecto se indica sobre las solicitudes:

PRIMERA: La Secretaría de Educación no es competente para revocar el oficio
2026-EE-160017 del 5 de mayo de 2026 de conformidad con la Ley 1755 de 2015, toda vez
que fue expedido por el Ministerio de Educción Nacional, por tanto, el trámite de la solicitud de
revocatoria está a cargo del Ministerio de Educación, autoridad ante la cual presentó la
solicitud quien, como es de su conocimiento, resolvió remitir su escrito a esta dependencia.

SEGUNDA: El sistema institucional de evaluación de las instituciones educativas se encuentra
establecido con el Artículo 4 del Decreto 1290 de 2009, indicando que en el mismo deben
existir instancias, procedimientos y mecanismos de evaluación tal como lo indica el artículo
2.3.3.3.3.11 del decreto 1075 de 2015, que define responsabilidades del establecimiento
educativo en materia de la evaluación del aprendizaje y promoción de los estudiantes de
básica y media; por lo que es a nivel de las instancias de la institución educativa que se
presentan este tipo de requerimientos, atendiendo el conducto regular establecido y el debido
proceso a que haya lugar, dentro de los tiempos pertinentes, esta situación fue informada al
accionante a través del radicado RNG2026EE002465 del 21 de mayo de 2026.

Acorde a la normatividad, Artículo 2.3.3.3.3.10, del decreto 1075 de 2015,  define  las
responsabilidades  de  las  Secretarías  de  Educación  de  las  entidades territoriales
certificadas,  entre  las  que  se  encuentra  la  orientación  para  la definición  e
implementación  del sistema de evaluación en las  instituciones educativas, es decir su
competencia  es en cuanto a dar pautas para definir el sistema de evaluación, lo que 

RNG2026EE003107

1 de3



 

efectivamente ha realizado la Secretaría, brindando asesoría necesaria conforme a la
normatividad.

TERCERA: La solicitud será remitida a la Institución Educativa Josefina Muñoz González, con
el fin de que dicha IE remita los documentos solicitados en su escrito.

CUARTA: Frente a la normatividad establecida y las directrices del Ministerio de Educación en
materia de evaluación escolar, la Secretaría de Educación ha orientado a la Institución
Educativa sobre el sistema de evaluación conforme a la responsabilidad definida en el Artículo
2.3.3.3.3.10, del decreto 1075 de 2015; en lo relacionado con la responsabilidad de la
Institución Educativa el Artículo 2.3.3.3.3.11. del Decreto 1075 de 2015 establece:

"Artículo 2.3.3.3.3.11. Responsabilidades del establecimiento educativo. En cumplimiento de
las funciones establecidas en la ley, el establecimiento educativo debe:

 1. Definir, adoptar y divulgar el sistema institucional de evaluación de estudiantes, después de
su aprobación por el consejo académico no le corresponde a esta Secretaría revisar
detenidamente el examen, acorde al artículo 2.3.3.3.11 del decreto 1075 de 2015.2. Incorporar
en el proyecto educativo institucional los criterios, procesos y procedimientos de evaluación;
estrategias para la superación de debilidades y promoción de los estudiantes, definidos por el
consejo directivo..."

En este orden, la Secretaría de Educación conforme a su competencia asesora a las
Instituciones Educativas sobre la implementación del sistema de evaluación, pero son las
Instituciones quienes definen el mismo conforme al Artículo 11° del Decreto 1290 de 2009 que
plantea que cada establecimiento educativo, debe definir, adoptar y divulgar el Sistema
Institucional de Evaluación al interior de las IE.

QUINTA: El Ministerio de Educación, tal como se indicó, remitió por competencia la solicitud
realizada por la docente según radicado 2026-ER-0198097, indicando que la Secretaría de
Educación, de acuerdo a la competencia asignada en el Decreto 1075 de 2015, asesora de
manera permanente a las Instituciones Educativas sobre todo lo relacionado con el servicio
educativo en el Municipio de Rionegro.

SEXTA: Se remite la respuesta conforme a las solicitudes realizadas.

Atentamente,

      
MARIA CAMILA HENAO HERNÁNDEZ 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN
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DECLARACIÓN JURAMENTADA SOBRE EL 
DETERIORO DE MI SALUD MENTAL

Yo, TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, mayor de edad, identificada con cédula de 
ciudadanía número 43.903.488 expedida en Bello (Antioquia), docente de carrera en propiedad, con 
domicilio en la Carrera 39a #56-50, Rionegro (Antioquia), correo electrónico 
lacuerpa@riseup.net, teléfono 300 783 5088, actuando en nombre propio y bajo la gravedad del 
juramento, declaro que los siguientes hechos son ciertos y corresponden a mi realidad actual:

PRIMERO: Desde el año 2015 he sido víctima de acoso laboral sistemático, traslados arbitrarios y 
violaciones al debido proceso por parte de la Secretaría de Educación de Rionegro y de distintas 
rectoras de las instituciones educativas donde me han asignado. He sido trasladada once (11) veces 
en nueve años, siete (7) de ellas solo en el municipio de Rionegro.

SEGUNDO: En diciembre de 2025, la Oficina de Control Interno Disciplinario (OCID) acumuló 
cinco (5) expedientes disciplinarios en mi contra bajo un solo radicado (027-2025Q), con una 
formulación de cargos calificada como GRAVE DOLOSA (Auto 049 del 28 de mayo de 2026). 
Actualmente el proceso se encuentra en etapa de juzgamiento ordinario, con traslado para 
descargos por 15 días (Auto 001-2026 del 11 de junio de 2026).

TERCERO: A lo largo de este proceso, he sufrido episodios recurrentes de ansiedad, insomnio, 
crisis de llanto, taquicardia, opresión en el pecho y pensamientos intrusivos. En varias 
ocasiones he tenido que acudir a urgencias por estrés laboral, como ocurrió el 26 de junio de 2020, 
cuando el concepto médico fue “muchos estresores laborales”. Más recientemente, el 11 de junio de 
2026, el mismo día en que el abogado de ADIDA me llamó para renunciar verbalmente, fui 
diagnosticada con un chichón en el trapecio derivado del estrés acumulado y me fue ordenada una 
incapacidad de tres (3) días.

CUARTO: El abogado JUAN CARLOS DÍAZ VIERA, designado por ADIDA para mi defensa, 
renunció verbalmente a mi representación el 11 de junio de 2026, justo cuando vencía el plazo para 
impugnar un fallo de tutela desfavorable. En esa llamada telefónica, él alegó su “salud mental” 
como justificación para renunciar, mientras que yo le expresé que, al hacerlo en ese momento 
crítico, él estaba afectando gravemente mi salud mental. Inmediatamente después, me 
encontraba llorando, angustiada y en total desamparo. Llamé por teléfono a Candy y a Yadira 
Sánchez para expresarles mi angustia. Ambas pueden dar fe de mi estado emocional en ese 
momento: estaba llorando, temblando y no podía articular bien las palabras.

QUINTO: El psicólogo Santiago Cendoya acudió a la Institución Educativa Josefina Muñoz 
González, sostuvo una entrevista conmigo y se comprometió a verificar por qué no se activaban los 
protocolos de la Ley 1620 de 2013 (Ruta de Atención Integral) ante la negativa de estudiantes a 
ingresar a clase. Yo le solicité una cita formal para recibir apoyo psicológico, la cual aún no ha sido 
respondida. Pese a mis reiterados intentos de contacto (incluso a través del compañero Miguel 
Leuro), el psicólogo no me ha dado respuesta alguna. Esta omisión ha profundizado mi sensación 
de abandono y desprotección institucional.



SEXTO: A la fecha, no cuento con ningún tipo de acompañamiento psicológico ni psiquiátrico, a 
pesar de que mi estado emocional se ha deteriorado notablemente. He notado:

• Dificultad para conciliar el sueño y pesadillas recurrentes relacionadas con los procesos 
disciplinarios y los traslados.

• Pérdida de apetito y peso.

• Episodios de llanto espontáneo, sin causa aparente inmediata.

• Irritabilidad y sensación de desesperanza.

• Miedo constante a nuevas retaliaciones, a perder mi carrera docente y a no poder sostenerme 
económicamente.

• Dificultad para concentrarme en mi trabajo diario y en la preparación de mis descargos.

SÉPTIMO: El trato discriminatorio que he recibido ha agravado mi condición. Mientras a la 
docente Nubia Doris Orozco Cadavid se le derogó su traslado mediante Decreto 088 del 12 de 
febrero de 2026, con fundamento en un informe del mismo psicólogo Santiago Cendoya, a mí se 
me trasladó con urgencia simulada y, además, el psicólogo que me prometió ayuda me ha ignorado. 
Esta comparación me ha generado una profunda sensación de injusticia y desamparo.

OCTAVO: La respuesta evasiva de la Secretaria de Educación, MARÍA CAMILA HENAO 
HERNÁNDEZ, del 11 de junio de 2026 (radicado MEN 2026-ER-0198097), en la que se limitó a 
remitir mi solicitud a la misma institución educativa que me hostiga, sin realizar ninguna 
verificación de fondo, ha incrementado mi percepción de que no hay nadie que proteja mis derechos 
ni mi salud mental.

NOVENO: Declaro bajo juramento que todos los hechos aquí narrados son ciertos y corresponden 
a mi vivencia personal. Asumo las consecuencias penales de cualquier falsedad. Estoy dispuesta a 
ratificar esta declaración ante la autoridad competente que así lo requiera.

Para constancia, se firma en Rionegro, a los 15 días del mes de junio de 2026.

Firma:
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